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A LA FISCALÍA PROVINCIAL 

DE  

SANTA CRUZ DE TENERIFE 

- Ilma. Sra. Fiscal Jefa - 

 

        Don José M. Pérez Ventura, mayor de edad, provisto de D.N.I. nº , de 

profesión Abogado, con domicilio profesional y a efectos de notificaciones en la 

presente en calle , Santa Cruz de 

Tenerife (Tf/Fax ); representado en este acto por Doña  

 en virtud de poder notarial de representación (del que se acompaña copia 

como documento nº 1); ante dicho órgano del Ministerio Público, como mejor proceda 

y en derecho haya lugar, comparece y DICE: 

          Que por medio del presente escrito presenta DENUNCIA por los hechos que 

pasarán a relatarse seguidamente y de los que indiciariamente podrían desprenderse 

conductas constitutivas de delitos de prevaricación y los que por conexión resulten. 

Y ello en razón de los siguientes: 

 

H E C H O S 

 

         Primero.- Consideración Preliminar.-  

    De los hechos objeto de denuncia se ha tenido conocimiento con ocasión de la 

intervención profesional inicial que tuvo quién suscribe en calidad de abogado de Doña 

 Compromisos profesionales derivados de la 

actividad del denunciante como consultor internacional hicieron necesario que asumiera 

la dirección letrada de la Sra.  el compañero Abogado Don Ramón 

Broock, siendo así que, tras dictarse por Juzgado de Lo Contencioso-Administrativo nº 

4 de Santa Cruz de Tenerife la Sentencia nº 97/2010, de 29 de abril (Procedimiento 
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Abreviado nº 20/2010), Doña  y su letrado facilitaron copia de la misma al ahora 

denunciante.  

     La gravedad de los hechos que se relatarán traspasan el umbral del ilícito meramente 

administrativo para adentrarse en el terreno de lo penalmente relevante. La referida 

Sentencia dictada en el orden jurisdiccional contencioso-administrativo, incorpora en su 

declaración de hechos probados y fundamentación jurídica, parte importante y 

significativa de los elementos del injusto típico de sendos delitos previstos y penados en 

nuestro Código Penal, viniendo a confirmar las valoraciones previas realizadas a ese 

respecto.   

 

        Segundo.- De los Hechos Relevantes.-  

        1. Dª  es funcionaria de carrera y titular de 

una plaza, encuadrada en el Grupo de clasificación B, desde el 18 de enero de 2007, tras 

superar el preceptivo concurso de méritos general y específico convocado al efecto. 

Tomó posesión del puesto de trabajo denominado Técnico Medio de Programas 

Transversales con código de la Relación de Puestos de Trabajo número 02110-F-02 en 

virtud de acuerdo adoptado por la Junta de Gobierno del Ayuntamiento de Santa Cruz 

de Tenerife, de fecha 16 de octubre de 2006. 

       2. Tras su toma de posesión asumió las responsabilidades y tareas propias del 

expresado puesto de trabajo de Técnico Medio de Programas Transversales bajo la 

dirección de la Jefatura del Departamento de Coordinación y Gestión de Recursos, 

realizando entre otras, las funciones que anteriormente venía realizando D.  

, la que en régimen de interinidad ocupaba el puesto de trabajo hasta su 

provisión definitiva; ejerciendo sus responsabilidades y funciones en el Centro 

Municipal de la Mujer sito en el Palacete Coviella de Santa Cruz.  

        3. Desde el mes de julio de 2007, de forma deliberada y consciente se procedió a 

un vaciado progresivo de las funciones que venía realizando, siéndole encomendada 

las mismas a la interina precitada que ocupaba la plaza de Dª  y a otra 

trabajadora social, Dª Magalines Rosales Escobar, mediante el procedimiento de 

atribución temporal de funciones, detentando ambas las funciones correspondientes a la 

plaza de funcionaria de carrera de   
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         Así, desde finales de 2007, incluso hasta la actualidad (pese a la Sentencia 

favorable dictada), la Sra.  no realiza función alguna correspondiente a 

su puesto de trabajo de Técnico Medio de Programas Transversales, pese a los múltiples  

escritos y requerimientos presentados. 

        4. Pero la gravedad, especial intencionalidad y el modo grosero e ilegal con que se 

inicia el vaciamiento de funciones de Dª consta en el acta de la sesión 

ordinaria del Consejo Municipal de la Mujer, de fecha 18 de octubre de 2006, antes aún 

de la adjudicación de la plaza a la recurrente, se dice: 

 “La Secretaria informa que está previsto que el próximo mes de noviembre se 

resuelva la adjudicación definitiva de los puestos de trabajo del personal funcionario 

del Grupo B, por lo que la plaza que actualmente ocupa Dª , 

será cubierta por un/a trabajadora social de carrera, ocasionando un gravísimo 

trastorno para la Concejalía y para el Consejo. Dª María Isabel Oñate y Dª Lidia 

López se comprometen a hablar con D. Manuel Parejo Alfonso, a fin de trasladarle la 

preocupación por esta situación y buscar una solución. (sic) (Lo subrayado es nuestro). 

En el acta del mismo órgano, de fecha 18 de abril de 2007, se recogen 

manifestaciones de Dª Maria Isabel Oñate Muñoz, Concejala, en su calidad de 

Vicepresidenta del Consejo Municipal de la Mujer.  

“Dª Maria Isabel Oñate insiste en que el problema estriba en un falta de 

cooperación entre ambas. Lo cierto es que la plaza de  como funcionaria 

interina, tiene que quedar supeditada a la plaza de , como funcionaria de 

Carrera.”(sic) 

 “...Siente haber luchado por la creación de la nueva plaza fue una lucha que 

quizás no debió emprender, Si Dª  quiere optar por la plaza tendrá que 

opositar...”(sic) 

 5. Hay que resaltar que ya, un mes antes de la toma de posesión de  

 se creó el puesto de trabajo 02110-F-10 modificando puntualmente la RPT y 

destinado al mismo a Dª  sin formalización de previo 

proceso selectivo para su provisión.  
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            Por si lo anterior fuera poco, en la sesión de ese mismo órgano de fecha 19 de 

noviembre de 2007, se manifiesta con relación a la plaza que en propiedad había 

obtenido   

Se explica por la Presidencia (Dª Ángela Mena Muñoz, Concejala) que: 

“...se tiene a Magalines y a Ana Belén, y el hecho de que estén ahí, es que están 

incorporadas al área de la Mujer como técnicas, una para violencia y otra para 

igualdad, y que en el Área de la Mujer se dispone actualmente de los recursos que se 

tienen,  como técnico, y el resto de personal que están como asistencia 

técnica...”(sic) 

“...dentro de la misma categoría hay plazas que deben convocarse con un perfil 

determinado, que es como debe ser las plazas del Área de la Mujer, porque debe tener 

un perfil, haciendo la salvedad de que el procedimiento que se ha hecho hasta ahora 

está bien hecho pero falto de pedir el perfil para esa plaza, dejando constancia de que 

 tiene la plaza en ese aspecto y nadie lo puede discutir, porque las bases de la 

convocatoria eran las que eran y no las que beberían haber sido” (sic) 

“Lo que sucede en este momento es que por ejemplo, Magalines está en la 

estructura del área de gobierno con un decreto de funciones ¿qué quiere decir eso? 

Que ella tiene una perspectiva determinada con un perfil profesional que la habilita 

para poder desarrollar políticas para la mujer, que es producto de su formación 

profesional. Ana Belén tiene un nombramiento que la habilita para desarrollar 

políticas de igualdad,  “...Dejando claro que tiene su plaza con todos los 

derechos del mundo porque se presentó y sacó el concurso de méritos. 

“Y que Área de la Mujer se dispone actualmente de los recursos que se tienen, 

 como técnico, y el resto de personal que están como asistencia técnica...” (Dª. 

Ángela Mena Muñoz) 

 

               6. Pero es más, desde el 14 de marzo de 2008 queda en evidencia la grave, 

deliberada y palmaria actuación ilegal, mediante escrito firmado por el Jefe de 

Departamento de Coordinación y Gestión de Recursos del Área de Servicios Personales, 

quién viene a reconocer abiertamente “Que a partir del mes de julio de 2007, y de 
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forma progresiva, se ha venido produciendo un vaciamiento en las funciones que tiene 

efectivamente asignadas…De forma paralela dichas funciones y actividades están 

siendo desempeñadas de modo efectivo por Dña. Ana Belén Crespo Rivera, y por Dña. 

Magalines Rosales Escobar, sin que se le deje desempeñar las funciones más 

específicas que como Técnica de Programas Transversales le corresponden…” (Sic) 

(Pedro Ramos Izquierdo. Jefe del Departamento en escrito, de fecha 14 de marzo de 

2008, en contestación a  Escrito nunca 

recibido por aquélla a falta del Visto Bueno de la Concejala Delegada quién 

presumiblemente se negó a firmarlo). 

 

        Tercero.- De la Sentencia nº 97/2010, de 29 de abril, dictada por el 

Magistrado-Juez Titular del Juzgado de Lo Contencioso-Administrativo nº 4 de 

Santa Cruz de Tenerife en los autos del Procedimiento Abreviado                nº 

20/2010.- 

       Los anteriores hechos han resultado confirmados por la Sentencia nº 97/2010, de 29 

de abril, del Juzgado de Lo Contencioso-Administrativo nº 4 de Santa Cruz de Tenerife, 

dictada en el Procedimiento Abreviado nº 20/2010.  

        Dicha Sentencia, como se ha dejado apuntado, pone de manifiesto la grosera 

ilegalidad con la que se ha procedido, incorporando en su fundamentación jurídica 

elementos típicos que evidencian la incuestionable relevancia penal de los mismos. Sin 

perjuicio de su íntegra lectura, cabe destacar lo razonado en el Fundamento Jurídico 

Tercero de la citada Sentencia, donde se señala:  

“1. Los hechos nos muestran un caso de cobertura de un puesto de funcionaria al que 

accede la demandante, como funcionaria de carrera, tras superar los procesos de 

selección (concurso-oposición) que dan cumplimiento a los principios de igualdad, 

mérito y capacidad en el acceso a la función pública. Al estar este puesto ocupado 

previamente por una funcionaria interina ésta debe cesar en este puesto debiendo 

concluir su interinidad por vacante.  

   Sin embargo, el Ayuntamiento decide que debe continuar dicha funcionaria interina y 

le crea un puesto de favor para adjudicárselo. Este puesto recién creado en el mismo 

Servicio en que está la funcionaria de carrera que cubrió la plaza, produciéndose 

****************************************************
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entonces un problema de relación entre ambas, que deriva del desplazamiento de las 

funciones a favor de la funcionaria interina y en perjuicio de la funcionaria de carrera, 

que queda postergada y sin funciones.  

 La situación llega a su punto álgido con el Decreto que se impugna, en el que se 

decide dar la funcionaria de carrera una comisión de servicios no pedida para 

atribuirle funciones temporales en otro Servicio (…). 

 3. En este caso existe una quiebra flagrante de los principios de acceso a la función 

pública regulados en los arts. 23.2 y 103.3 de la Constitución Española y el art. 55 de 

la Ley 7/2007, de 12 de abril, del Estatuto Básico del Empleado Público (EBEP) 

privilegiando a una persona que no se ha sometido a los principios constitucionales de 

igualdad, mérito y capacidad en el acceso a la función pública, en perjuicio de otra 

persona que si se ha sometido a dichos principios accediendo a la condición de 

funcionaria de carrera tras superar el correspondiente concurso-oposición.  

4. El asunto adquiere mayor gravedad en tanto que se perjudica de manera grosera el 

derecho al desempeño efectivo de las funciones o tareas propias de su condición 

profesional previsto en el art. 14. b) EBEP, puesto que se va produciendo un 

progresivo vaciamiento de las funciones que la funcionaria de carrera tiene 

encomendadas desde el momento en que accedió al puesto.  

5. Llegados a este punto adquieren un significado negativo las palabras de la entonces 

Secretaria del Pleno del Consejo Municipal de la Mujer cuando hizo constar en el acta 

de la sesión 18-10-06 lo siguiente:<<informa que se está previsto que el próximo mes 

se resuelva la adjudicación definitiva de los puestos de trabajo del personal funcionario 

del Grupo B, por lo que la plaza que actualmente ocupa en interinidad Dª.  

, será cubierta por un/a Trabajadora Social de carrera, ocasionando un 

gravísimo trastorno para la Concejalía y para el Consejo>> (doc. Nº 13 adjunto a la 

demanda).  

Ante estas palabras sólo cabe recordar que el cumplimiento de la Constitución y las 

leyes de función pública no debe ser nunca un trastorno, sino un imperativo de toda 

Administración, sometida al ordenamiento jurídico. Conviene recordar el comienzo de 

la Exposición de Motivos de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico 

de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común: <<La 
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Constitución recoge en el Título IV los principios que inspiran la actuación 

administrativa y garantizan el sometimiento pleno de su actividad a la Ley y al 

Derecho…>>>. 

El art. 103.1 CE es claro y tajante cuando proclama el sometimiento pleno de la 

Administración a la ley y al Derecho. El contenido de este artículo es reproducido por 

el art. 3.1 de la Ley 30/92.  

Por lo tanto, proveer las plazas de la función pública de acuerdo con los principios de 

mérito y capacidad es un mandato constitucional con desarrollo legal, y no puede ser 

nunca considerado un trastorno para la Administración Pública.  

Pocas veces se ve tan clara la expresión de un móvil de trato discriminatorio, puesto 

que lo normal es que la intención no se manifieste de manera expresa, sino que se 

ejecute a través de actos externos aparentemente neutros o amparados en otras 

justificaciones.  

6. Por último, la falta de justificación razonable basada en razones del servicio público 

para haberse consentido el vaciamiento de funciones a ejercer por la funcionaria de 

carrera inherentes al puesto de trabajo en que tomó posesión, a favor de la funcionaria 

interina; y posteriormente para haber acordado el desplazamiento en comisión de 

servicio no solicitada, lleva a considerar que no hay razones de servicio público, sino 

de privilegio personal y arbitrariedad en la decisión, lo que supone la nulidad del acto 

(…)”.    Lo remarcado es nuestro. Se adjunta copia como documento nº 2 de la 

presente.  

  Se podría decir más alto, pero no más claro.  

 

        Cuarto.- De la indiciaria relevancia penal de los hechos declarados en la 

anteriormente referida Sentencia.- 

         Se desprenden de los hechos relatados y de la fundamentación jurídica de la 

Sentencia referida, los elementos típicos del delito de prevaricación administrativa 

previsto en el artículo 404 del Código Penal. Y ello, tanto en su vertiente objetiva, 

concretada en la conducta doble consistente, de una parte, en el vaciamiento de 

funciones inherentes a la plaza de funcionaria de carrera y, en otra, el paralelo trasvase 
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de funciones a las plazas “de favor” creadas con carácter interino; como en su vertiente 

subjetiva, concretada en la deliberada y consciente actuación ilegal, es evidente que “a 

sabiendas” se ha procedido a dejar sin funciones ni ocupación a doña  

quién por escrito en múltiples ocasiones se ha dirigido a todos los responsables 

superiores hasta llegar al Alcalde, poniendo en conocimiento su situación y requiriendo 

el cese en la misma; y ello, en el contexto del “móvil de trato discriminatorio” señalado 

expresamente en sentencia. La jurisprudencia, que por ser ampliamente conocida por 

esa Fiscalía huelga citar, exige para la apreciación de la prevaricación un 

incumplimiento “grave”, “palmario”, “grosero”, de la legalidad, en este caso, concurre 

indiciariamente, dada la gravedad misma de los hechos y de la afectación al desempeño 

efectivo de la función pública encomendada, la trascendencia de los preceptos jurídicos 

vulnerados (en concreto, disposiciones de alcance constitucional y legales de 

desarrollo), confirmada en todo caso por la propia claridad y contundencia expresada en 

el fundamento de derecho tercero de la Sentencia dictada en el orden contencioso.   

    En conexión, debe tenerse presente, que la creación de lo que en la Sentencia referida 

se denomina “puesto de favor” en referencia a la dotación de una plaza paralela que se 

adjudica a la anterior interina, unido al “privilegio personal” con el que se produce 

dicha adjudicación (sin proceso selectivo alguno) podría constituir un delito de tráfico 

de influencias (en concurso, a su vez, con otra prevaricación).  

  En igual conexión, lo que representa con diferencia lo más grave de todo, debe tenerse 

presente que a la fecha en que se presenta esta denuncia, persiste la situación 

vergonzosa por la que no puede desarrollar las 

funciones inherentes a la plaza de funcionaria de carrera de la que es titular. 

Literalmente, está con “una mano sobre otra”. Percibe su retribución como 

funcionaria sin poder realizar su trabajo, en realidad, sin poder realizar trabajo alguno, 

al verse deliberadamente privada de su ocupación efectiva. El vaciamiento de las 

funciones propias, unido al vacío generado a su alrededor, la presión psicológica 

derivada del mal ambiente de trabajo constituye un claro acoso moral (mobbing) que 

bien puede resultar constitutivo de delito del párrafo 2º del artículo 173.1 del Código 

Penal, mas aún, con la redacción dada por la reciente reforma del mismo introducida 

por la Ley Orgánica 5/2010, de 22 de junio (que entró en vigor el pasado 23 de 

diciembre).  
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   Tampoco se debería obviar que en el actual contexto de crisis económica, el tener a 

una funcionaria que percibe una retribución sin dejarle hacer su trabajo, es más, sin 

dejarle hacer trabajo alguno (mano sobre mano), es de una gravedad incuestionable 

rayana con la malversación de caudales. Y ello, en una ciudad, Santa Cruz de Tenerife, 

que no olvidemos fue declarada en “Emergencia Social”.  

    Sin perjuicio de lo que resulte de la investigación que se practique, es evidente que la 

responsabilidad penal indiciariamente se situaría en el nivel de quienes han 

desempeñado el cargo de Concejal Delegada de esa área (Mujer), en concreto,       Dª 

María Isabel Oñate Muñoz y, posteriormente, Dª Ángela Mena Muñoz, perfectas 

conocedoras de la situación, como revelan las actas transcritas el Consejo de la Mujer, y 

con capacidad de decisión política y administrativa al respecto. Resulta difícilmente 

concebible que lo sucedido no haya acontecido con el conocimiento y voluntad de las 

mismas, cuando no sin su autorización o siquiera anuencia.  

    Por último, reiterar una vez más, que denuncias como la presente se producen en el 

contexto de un Ayuntamiento “marbellizado” como el de Santa Cruz de Tenerife con un 

alcalde y concejales altamente “competitivos” a la hora de generar imputaciones 

judiciales por delitos cometidos en el ejercicio de su cargo, siendo uno de las capitales 

del Estado con mayor porcentaje de ediles imputados por causas judiciales abiertas en 

casos de grave corrupción: caso Las Teresitas (con plusvalías en torno a 120 millones 

de euros e imputado el Alcalde, varios concejales, funcionarios, técnicos y empresarios 

favorecidos), caso Forum Filatélico en su trama canaria (con imputación del Alcalde por 

supuestamente haber podido recibir un soborno de 3 millones de euros destinado a la 

financiación ilegal de Coalición Canaria), caso Mamotreto, caso Parque Marítimo y 

ocio nocturno, caso Centro Canario Nacionalista-CCN (por financiación ilegal), caso 

Lerena,  o en proceso de investigación como caso García Cabrera (con una afectación al 

erario público de unos 6 millones de euros). No es de extrañar, por tanto, que el alcalde 

y varios concejales de esta ciudad sean conocidos habituales de esa Fiscalía Provincial 

así como de la Delegada de la Fiscalía Anticorrupción.  

   Es evidente, que los funcionarios de carrera que se han accedido a su puesto de forma 

honesta, por sus propios méritos y su propia capacidad, sin deberle nada a nadie y cuya 

actuación está sujeta a la única “servidumbre del imperio de la Ley y el Derecho” 

resultan molestos en una administración como el ayuntamiento de Santa Cruz de 
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Tenerife altamente infiltrada por las prácticas y la “subcultura” de la corrupción. Aquí 

reside el nudo gordiano de la cuestión. Es así de sencillo. De ahí la necesidad, dada la 

gravedad de lo acontecido y el efecto preventivo que puede tener de futuro, de que se 

articule una respuesta penal adecuada que evite se reproduzcan este tipo de conductas 

que vacían de contenido, nada más y nada menos, que a la propia Constitución.  

      Por todo lo anterior expuesto y razonado, 

 

    SE SOLICITA A LA FISCALÍA que, tenga por presentada esta DENUNCIA, con 

los documentos que se acompañan, la admita a trámite y, en su consecuencia, proceda a 

incoar DILIGENCIAS PRELIMINARES DE INVESTIGACIÓN, practicándose 

cuantas diligencias resultaren necesarias para el esclarecimiento de los hechos, 

ejerciéndose cuantas acciones jurídicas en defensa de la legalidad y del interés público 

resultaren necesarias a fin de depurar las responsabilidades penales que pudieran 

derivarse de los mismos.  

     En Santa Cruz de Tenerife, a cinco de abril del año dos mil once.  

    OTROSÍ DIGO I: Que con independencia de la práctica de aquellas otras diligencias 

que por la propia Fiscalía o a su instancia, en su momento, por el Instructor Judicial se 

consideren pertinentes, el denunciante entiende necesarias para un mejor 

esclarecimiento de los hechos, las que siguen: 

     TESTIFICAL: 

       · Doña  Funcionaria del Ayuntamiento de 

Santa Cruz de Tenerife, Titular del puesto Técnico Medio de Programas 

Transversales.  

      · Don Pedro Ramos Izquierdo, Jefe del Departamento de Coordinación y 

Gestión de Recursos del Área de Servicios Personales del Excmo. Ayuntamiento de 

Santa Cruz de Tenerife. 

       DOCUMENTAL:  
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